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29918 ORDEN de 5 de octubre de 1982 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de La Coruña en el recur­
so número 730 del año 1981, interpuesto por don 
Perfecto Piñeiro Santos.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 730 del año 1981, seguido en única instancia ante la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
La Coruña por don Perfecto Piñeiro Santos, contra la Adminis­
tración Pública, representada y defendida por el Abogado del 
Estado, sobre liquidación de la cuantía de los trienios efectuada 
al interesado por el Habilitado, por no haber sido practicada 
conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1978, de 29 
de diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía que a la 
proporcionalidad 6 íe corresponde como Auxiliar de ¡a Adminis­
tración de Justicia, y ante el silencio administrativo aplicado a 
la reclamación del referido Auxiliar, se ha dictado sentencia por 
la mencionada Sala, con fecha 16 de julio de 1982, cuya parte 

 dispositiva dice así:
«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso 

contencioso-administrativo interpuesto por don Perfecto Piñeiro 
Santos contra la denegación tácita por silencio administrativo 
por parte del Ministerio de Justicia a la petición del recurrente 
sobre actualización de trienios, y declaramos la nulidad del acto 
administrativo impugnado por'no ser conforme al ordenamiento 
jurídico y que el recurrente tiene derecho en el régimen retri­
butivo vigente eñ los años mil novecientos setenta y ocho y mil 
novecientos setenta y nueve, como Auxiliar de la Administra­
ción de Justicia Diplomado, a que la cuantía de la totalidad de 
los trienios servidos en dicho Cuerpo sea determinada en fun­
ción del índice de proporcionalidad "seis”, condenamos a la 
Administración demandada al abono en favor del recurrente de 
las diferencias de haberes dejados de percibir durante los años 
mil novecientos setenta y ocho y mil novecientos setenta y 
nueve, es decir, las diferencias qué resulten de aplicar el índice 
de proporcionalidad "seis” en la determinación de la cuantía 
de los triemos, como legalmente era procedente. y lo abonado 
indebidamente con base en el índice de proporcionalidad "cua­
tro”. teniendo en cuenta que en aquella fecha había completado 
diez trienios sin costas.

Firme que sea la presente, devuélvase el expediente adminis­
trativo al Centro de su procedencia, juntamente con certifica­
ción y comunicación.

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—Firmada y 
rubricada.»

En su virtud, este» Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 1956. ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 5 de octubre de 1982.

CABANILLAS GALLAS
Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­

ción de Justicia.

29919 RESOLUCION de 4 de octubre de 1982, de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado, en el 
recurso gubernativo interpuesto por el Notario de 
Madrid don Juan Vallet de Goytisolo ante la ne­
gativa de dicho funcionario a inscribir una escritu­
ra de modificación de Estatutos de una Sociedad 
Anónima.

En el recurso gubernativo Interpuesto por el Notario de Ma­
drid don Juan Vallet de Goytisolo ante la negativa de dicho 
funcionario a inscribir una escritura de modificación de Estatu­
tos de una Sociedad Anónima;

Resultando que por escritura autorizada por el Notarlo re­
currente de fecha 21 de abril de 1981, por la que se modifican los 
Estatutos de la Sociedad «Lesana’ S. A.», entre otros' extremos 
consta.- «Artículo 11—La Administración de la Sociedad se en­
comendará a un Consejo de Administración compuesto por un 
mínimo de tres miembros y un máximo de cinco, o a uno o dos 
Administradores con facultades-mancomunadas o solidarias»;

Resultando- que presentada copia de la anterior escritura en 
el Registro Mercantil de Madrid fue calificada con nota del te­
nor literal siguiente: «Se suspende la inscripción del procedente 
documeto, presentado a Registro el día de hoy, asiento 1358 del 
diario 486 por apreciarse el defecto, estimado como subsanable, 
de que el artículo 11 de los Estatutos, después de referirse al 
Consejo de Administración posibilita la administración de ’a So- 
sledad mediante uno-o dos administradores con facultades man­
comunadas o solidarias, cuando el artículo 73 de -la Ley de 
Sociedades Anónimas establece la obligatoriedad de constituir 
Consejo de Administración, si la administración de la Sociedad 
se confia conjuntamente a varias personas.—La presente nota se 
ha extendido con consentimiento de los demás iith1.ares del 
Registro.—Madrid, 23 de junio de 1982.—El Registrador.—Firma 
ilegible-.»;

Resultando que el Notario autorizante de la escritura Inter­
puso recurso de reforma y subsidirriamente gubernativo con­
tra la nota de calificación transcrita y alegó: que de acuerdo 
con el articulo 73-1 de la Ley de Sociedades Anónimas, la fór­

mula utilizada es la que ha venido empleando desde la entrada 
en vigor de la mencionada Ley sin que hasta ahora se le hubiera 
puesto dificultad alguna a su inscripción; que la razón del 
cambio de criterio se pretende fundamentar en los dos últimos 
considerandos de la Resolución de 9 de mayo de 1978, que 
señalan la dificultad e inconvenientes prácticos de un Consejo 
de Administración formado por dos miembros, pero que su posi­
bilidad aparece amparada en los artículos 73 de la Ley y 102 h) 
del Reglamento del Registro Mercantil; que esta posibilidad no 
supone el rechazo de que puedan existir dos Administradores 
mancomunados, no obstante, los términos literales del artículo 
73, así como que prestigiosos autores entiendan que la Ley plan­
tea la alternativa entre la administración de la Sociedad por un 
Consejo de Administración, o bien por uno o varios administra­
dores necesariamente solidarios en caso de ser varios; que es 
evidente —como pone de relieve un eminente tratadista— que no 
es lo mismo uña administración colegiada en la que el órgano no 
otorga directamente los actos o contratos en que la Sociedad es 
parte, sino que acuerda otorgarlos y en donde la ejecución 
corresponde a la persona encargada al efecto por los Estatutos o 
el propio Consejo, mientras que la administración mancomunada 
presupone la actuación simultánea y conjunta de los adminis­
tradores que ha de actuar por unanimidad a diferencia de las 
deliberaciones en el seno del Consejo que habitualmente se 
toman por mayoría; que el mismo tratadista encuentra como 
explicación de la interpretación mayoritaria, el principio que ins­
pira el artículo 286 del Código de Comercio, pero de ser así, 
nada se opone a que ep la esfera interna la Administración se 
encomienda a dos o más administradores mancomunadamente, 
y sólo en la esfera externa sería entonces necesaria la soli­
daridad y en cuanto a la realización de los actos de giro o trá­
fico de la Empresa; que el presente supuesto es muy simple- 
pues se trata de la existencia de sólo dos Administradores man­
comunados y en la Resolución citada, la Dirección General indica 
la falta de sentido de un Consejo de Administración formado 
por dos miembros sin que ninguno de ellos tenga voto de calidad 
ni prevea la toma de acuerdo por sorteo en caso de discre- 
pación, y en aras de la autornomía de la voluntad admite que 
se llame Consejo de Administración a lo que no es más que una 
administración mancomunada, por lo que en aras de la misma 
autonomía de la voluntad, pueden llamarse a las cosas lo que 
realmente son, es decir, administración mancomunada cuando 
sólo hay dos Administradores, que no pueden actuar indistinta 
y solidariamente;

Resultando que el Registrador mantuvo su acuerdo y en su 
defensa alegó: qué de los artículos 73 de la Ley y 102 h) del 
Reglamento no autorizaban más modalidades de administración 
de la Sociedad Anónima que el Administrador único, o varios 
administradores solidarios o Consejo de Administración o éste 
mismo junto a Administrador o Administradores singulares de­
terminando en este caso las facultades de cada uno/pero no 
permite que los Administradores sean mancomunados; que así  
lo señalan los tratadistas especializados y lo reconoce la Resolu­
ción de 9 de mayo de 1978;

Vistos los artículos 1.255 del Código Civil; 11 y 72 de la Ley 
de 17 de julio de 1951; 102 h) del Reglamento del Registro Mer­
cantil de 14 de diciembre de 1956; las sentencias del Tribunal 
Supremo de 20 de abril de 1960 y 30 de junio de 1981, y la Reso­
lución de este Centro de 9 de mayo de 1978;

Considerando que de acuerdo con lo establecido en el artícu­
lo 72 de la Ley de Sociedades Anónimas y 102 h) del Reglamento 
del Registro Mercantil, se autoriza en nuestro derecho que la 
administración de la Sociedad anónima pueda estar encomenda­
da a un Administrador o a varios solidariamente o bien a un 
Consejo de Administración o incluso a un Consejo de Administra­
ción junto a un Administrador o Administradores singulares en 
las condiciones que señala el anterior precepto reglamentario, 
sin que aparezca autorizado el que cuando sean varios ostente 
sus facultades mancomunadamente, sino colegiadamente bajo la 
forma de Consejo antes indicada;

Considerando que en el singular supuesto de que los Adminis­
tradores designados fueran dos y no tuvieran facultades solida­
rias se planteó la cuestión de si era posible la existencia de un 
Consejo de Administración con sólo dos miembros, dados los 
obstáculos que a su normal funcionamiento se presentaban y que 
fueron puestos de manifiesto en la Resolución de 9 de mayo de 
1978, que terminó declarando —al igual que la posterior senten­
cia de 30 de junio de 1981— la posibilidad de su constitución 
en base al principio general de autonomía de voluntad sanciona­
do en el artículo 1255 del Código Civil;

Considerando que sobre la base de lo expresado en el an­
terior considerando resulta que un Consejo de Administración 
constituido por sólo dos mimbros y en el que los Estatutos no 
han establecido que ninguno de ellos tenga voto de calidad ni 
prevean la toma de acuerdos por sorteo en caso de discrepancia, 
como señalaba la Resolutíión mencionada, 66 está, en realidad, 
ante una administración mancomunada ya que sus dos compo­
nentes no pueden actuar indistinta y solidariamente, por lo que 
la cláusula discutida de la escritura calificada en su inciso 
final no. hace sino añadir con otra redacción lo que hubiera 
podido incluir como número mínimo de Administradores en su 
primera parte;

Considerando por último, que no debe olvidarse en toda la 
materia relativa a Sociedades mercantiles la doctrina sentada 
por el Tribunal Supremo a partir de la sentencia de 20 de abril 
de 1960, de que cuando se trata do Sociedades Anónimas de 
capital modesto, las normas legales han de ser aplicadas con



mayor flexibilidad y sin sujeción a un criterio automático sino 
con ia prudencia que el derecho requiere,

Esta Dirección General ha acordado revocar el acuerdo y la 
nota del Registrador.

Lo que con devolución del expediente original comunica 
a V S. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 4 de octubre de 1982.—El Director general, Fer­
nando Marco Baró.
Sr. Registrador mercantil de Madrid.

MINISTERIO DE DEFENSA

29920 REAL DECRETO 3040/1982, de 15 de noviembre, por 
el que se concederá Gran Cruz de la Orden del Mé­
rito Naval, con distintivo blanco, al Director gene­
ral de la Empresa «Ybarra y Cía», don Fernando 
Periquet Méndez.

En atención a los méritos y circunstancias que concurren en 
el Director general de la Empresa «Ybarra y Cía», don Fernan­
do Periquet Méndez,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden del Mérito 
Naval, con distintivo blanco.

Dado en Madrid a quince de noviembre de mil novecientos 
ochenta y dos. 

JUAN CARLOS R.
El Ministro de Defensa,

ALBERTO OLIART SAUSSOL

29921 REAL DECRETO 3041/1982, de 15 de noviembre, por 
el que se concede la Gran Cruz de la Orden del 
Mérito Naval, con distitntivo blanco, al excelentí­
simo señor General de División del Estado Mayor 
General del Ejército del Aire, don Jesús Bengoechea 
Baamonde.

En atención a los méritos y circunstancias que concurren en 
el excelentísimo señor General de División del Estado Mayor 
General del Ejército del Aire don Jesús Bengoechea Baamonde, 

Vengo én concederle la Gran Cruz de la Orden del Mérito 
Naval, con distintivo blanco
 Dado en Madrid a quince de noviembre de mil novecientos 

ochenta y dos.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,
ALBERTO' OLIART SAUSSOL

29922 ORDEN 111/01678/1982, de 20 de seeptiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo dictada con fecha 25 de 
junio de 1982 en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Francisco de Asís Ciutat 
de Miguel, Teniente de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Francisco de Asís 
Ciutat de Miguel, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 7 de marzo de 1978 y 8 de 
abril de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 25 de junio 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso interpues­
to por don Francisco de Asís Ciutat de Miguel contra acuerdos 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de siete de marzo de 
mil novecientos setenta y ocho y de ocho de abril de mil nove­
cientos ochenta y uno, sobre haber pasivo de retiro dimanante 
del Real Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, debe­
mos anular y anulamos los referidos acuerdos como disconformes 
a derecho y en su lugar declaramos el derecho del recurrente 
a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro 
con porcentaje del noventa por ciento sobre la base corres» 
pondiente y efecto de uno de abril de mil novecientos setenta 
y ocho-, sin espe.cial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de septiembre de 1082.—P. D., el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de

Justicia Militar.

MINISTERIO DEL INTERIOR

29923 ORDEN de 15 de noviembre de 1982 por la que se  
determinan los términos municipales de las provin­
cias de Barcelona, Tarragona, Lérida, Gerona y 
Huesca afectados por las recientes inundaciones y 
los de las provincias de Valencia y Alicante afec­
tados por las de los días 1 y 2 del mes de no­
viembre.

Excmos. Sres.: El artículo primero del Real Decreto-ley 21/ 
1082, de 12 de noviembre, sobre medidas urgentes para reparar 
los daños causados por las recientes inundaciones en Cataluña 
y Huesca, declara zona catastrófica el territorio de los munici­
pios afectados, y dispone que por el Ministerio del Interior se 
hará la determinación de los términos municipales. Asimismo, su 
disposición adicional establece que será de aplicación lo pre­
visto en el citado Real Decreto-ley a los términos municipales 
de las provincias de Valencia y Alicante, afectados por las inun­
daciones de los días 1 y 2 del presente mes de noviembre.
 Una vez concluidas las primeras actuaciones dirigidas a la 

asistencia inmediata de las víctimas de los daños y a la rehabi­
litación inicial de los servicios públicos esenciales, los Gober­
nadores civiles respectivos, con la colaboración de las Comisiones 
Provinciales del Gobierno, han realizado la determinación del 
ámbito territorial afectado por los daños, al tiempo que se 
llevan a cabo los trabajos de análisis y evaluación necesarios 
para la aplicación de las medidas de reparación que resulten 
precisas por la Administración del Estado y otras Administra­
ciones Públicas y Entidades privadas.

En consecuencia, y en cumplimiento de las previsiones del 
Real Decreto-ley 21/1982, de 12 de noviembre, este Ministerio 
ha tenido a bien disponer:

Artículo 1.º la declaración de zona catastrófica establecida 
en el Real Decreto-ley 21/1982, de 12 de noviembre, sobre me­
didas urgentes para reparar los daños causados por las recientes 
inundaciones, afectará al territorio de los siguientes términos 
municipales:

Provincia de Barcelona
Santa Susana, Sitges, Santa Coloma de Gramanet, Badalona, 

Malgrat de Mar, Sabadell, Ayguafreda, Cánoves, Santa Eulalia 
de Ronsana, Gurb, San Quirico de Besora, San Juan de Torroella, 
Callús, Caserras, Cardona, La Pobla de Lillet, Fígols, Berga, Sa- 
llent, SUria, Balsareny, Bagá, Puigreig, Prat de Llobregat, Giro- 
nella, San Vicens de Castellet, Castellbell y Vilar, Barcelona, 
Hospitalet de Llobregat, San Vicens dels Horts, Santa Coloma 
de Cervelló, Gavá, Molins de Reí, Rocafort y Vilumara, Castell- 
galí, Saldes, Castellar de Nug, La Noú, Borreda, Olban, Roda 
de Ter, Masías de Roda, Montesquíu, San Vicente de Torelló, 
Orís, Avia Serchs, Terrassa, Castellbisbal, Olesa de Montserrat, 
Torelló Artes, Gayá, Monistrol de Montserrat, Navarclés, Navas, 
San Fructuoso de Bages, San Juan de Vilatorrada, Manresa, 
Sant Joan Despi, Martorell, Abrera, Esparraguera, Manlleu. San 
Hipólito de Voltregá, Masías dé Voltregá, Guardiola de Berga, 
San Andreu de la Barca, Papiol, Pallejá, Sant Boi de Llobregat, 
Cornelia de Llobregat, Gisclareny, Capolat, Castell del Areny, 
Llussá, Montclar de Berga, Montmajor, Santa María de Marlés, 
Vallcebre Vilada, San Martín del Bas, Mataré, Cerdanyola, San 
Felíu de Llobregat, Gallifa, Montgat, Envernólas, Sant Estovo de 
Sesrovires, Ullastrell, Viiadecaoalls del Vallés, San Mateo de 
Bages, Pont de Vilumara, Castellar del Ríu, Gossol, Sant Jaume 
de Frontanyá, Corbera de Llobregat, Masnou, Rubí, San Celoní, 
Tordera y Fogas de Tordera.

Provincia de Tarragona
Ascó, Benisanet, Flix, García, Ginestar, Miravet, Mora, Mora 

la Nueva, Vinebre, Aldover, Amposta, Benifallet. Cherta, Delte- 
bro San Jaime Enveija, Tortosa (Ciudad), Tortosa (Jesús), Tor- 
tosá (Aldea), Tortosa (Bitem), Tortosa (Camprede), Tivenys y 
Ribarroja.

Provincia de Lérida
Ager, Alas-Serch Albatarrech, Alcarras, Alcoletoe, Alíns, 

Alos de Balaguer, Alto Aneu, Alto Arán, Aristot-Toloriu, Arse- 
guell. Arres, Artesa de Segre, Avellanes-Santaliña, Ay tona, Bañe 
Pallars, Balaguer, Baronía de Rialp. Barruera, Basella, Bausen, 
Bellver de Cerdaña, Las Bordas, Mosost, Cabo, Camarasa-Fon- 
tillonga. Canejan, Castellar de la Ribera, Cava, Cláriana, Coll 
de Nargó, Corbins, Espót, Esterri de Aneu, Esterri de Cardos, 
Estimaría Farrera, Figols y Aliña, Foradp.da, Gabet de la Cen­
ca, Gósol, Granja de Escarie, La Guingueta, Guils, Ibars de 
Noguera, Isona y Conca DAlla, Josa-Tuixent. Lérida, Les, Lia- 
dorré, Lladurs, Llavorsí, Llimiana, Masalcoreig, Menarguens4 
Montellá-Martinet, Montferrer-Castellbo, Montolíu de Lérida, 
Navés, Oden; Oliana, Olius, Orgañá, Os de Balaguer, Pallars 
Jussa, Pedrá y Coma, Peíamola, Pinell, Pobla de Segur, Pons, 
Pont de Suert, Prats y Sampsor, Pryllans, Rialp, Ribera del 
Urgellet, Salas de Pallars, San Esteve de la Sarga, San Lorenzo 
de Morunys, Sarroca de Bellera, Senterada, Seo de Urgel, Se­
ros, Solsona, Soriguera, Sort, Soses, Sudanell, Talarn, Termens, 
Tirvia, Tiurana, Torre de Capdella, Torrelameu, Torres de Se­
gre, Tremp, Valí de Cardós, Vallfogona de Balaguer, Valles del 
Valira, Valls de Aguilar, La Vansa-Fomols, Viella, Vilaller, 
Vilamós, Vilanova de la Barca y Vilanova de Meya.


